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ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
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SECCIÓN CUARTA
Consejero ponente: Hugo Fernando Bastidas Bárcenas
Bogotá, D.C., Veintidós (22) de marzo de dos mil trece (2013)
Radicación:

250002327000200800153-01
No. Interno:

18179
Asunto:

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho
Demandante:
COMUNICAN S.A.
Demandado:
Distrito Capital- Secretaría de Hacienda
FALLO
La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del Distrito Capital – Secretaría de Hacienda contra la sentencia del 11 de diciembre de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que resolvió lo siguiente: 
“1. Se declara la NULIDAD  de la Resolución No. 167 DDI 011428 de 1 de marzo de 2007 y de la Resolución No. DDI 7766 de 26 de febrero de 2008, mediante las cuales la Secretaría Distrital de Hacienda de Bogotá liquidó oficialmente el impuesto de industria y comercio, avisos y tableros a la empresa COMUNICAN S.A., respecto de los bimestres 1 a 6 de 2004 y 1 a 3 de 2005. 
2. A título de restablecimiento del derecho se declaran en firme las declaraciones privadas presentadas por COMUNICAN S.A. en relación con el impuesto de industria y comercio, avisos y tableros respecto de los bimestre 1 a 6 de 2004 y 1 a 3 de 2005. 

3. No se condena en costas ni agencias en derecho por no encontrarse probadas. 

(…)”

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS
- El día 18 de julio de 2006, la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo profirió el Requerimiento Especial 2006EE209058, mediante el cual propuso modificar las liquidaciones privadas del Impuesto de Industria Comercio, Avisos y Tableros de la sociedad demandante, correspondientes a los seis bimestres del año gravable 2004 y 1º, 2º y 3º del año 2005. 
- Mediante la Liquidación oficial de Revisión número 167 DDI 011428 del 1º de marzo de 2007, la misma subdirección modificó las declaraciones antes referidas. Este acto administrativo fue confirmado mediante la Resolución DDI 7766 del 26 de febrero de 2008, con ocasión del recurso de reconsideración que interpuso la parte actora. 
2. ANTECEDENTES PROCESALES
A) LA DEMANDA
La sociedad COMUNICAN S.A., mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 
“Que son nulos los siguientes actos administrativos, por haber sido expedidos con violación a las normas nacionales y distritales a las que hubieren tenido que sujetarse:

1. La Resolución No. 167 DDI 011428 del 1 de marzo de 2007, por medio de la cual se profiere Liquidación Oficial de Revisión a las declaraciones del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros presentadas por COMUNICAN S.A., correspondientes a los bimestres 1 a 6 de 2004 y 1 a 3 de 2005, proferida por el Subdirector de Impuestos a la Producción y al Consumo de la Secretaría de Hacienda Distrital de Bogotá, y

2. La Resolución No. DDI 7766 del 26 de febrero de 2008 que resuelve el recurso de reconsideración confirmando en su integridad la resolución mencionada, proferida por la Subdirección Jurídico Tributaria de la Dirección Distrital de Impuestos de Bogotá.”

Del desarrollo del concepto de violación se desprende que la sociedad invocó como violadas las siguientes disposiciones: 

- Artículo 66 del Código Contencioso Administrativo 
- Artículo 3º del Acuerdo 65 de 2002

- Artículo 42 del Decreto 352 de 2002

- Artículo 647 del Estatuto Tributario

- Resolución 219 de 2004

CONCEPTO DE VIOLACIÓN
Primer cargo. Violación del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo por indebida aplicación de las Resolución 219 de 2004
Indicó que la Administración tenía conocimiento de que el aparte referente al código de actividad económica 2212-2 “Edición de periódicos, revistas y publicaciones periódicas. Tarifa por mil 11.04” del artículo 1º de la Resolución 219 de 2004, fundamento de los actos acusados, fue suspendido provisionalmente por el Consejo de Estado.

Estimó ilegal la modificación de las liquidaciones privadas del impuesto discutido, pues la Administración perdió la facultad para aplicar la tarifa correspondiente a la actividad antes descrita, la que, se repite, para ese momento había sido suspendida provisionalmente. 

Precisó que la Resolución DDI 7766 del 26 de febrero de 2008, cuya nulidad pretende, fue expedida con posterioridad a la notificación del auto que decretó la suspensión provisional. Agregó que los efectos de la suspensión provisional son los mismos de la nulidad, es decir, ex tunc, sólo que la medida es transitoria y, por ello puede ser modificada en fallo definitivo. 

Dijo que la violación del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo se concretó en el desconocimiento por parte de la Administración de los efectos de la decisión de la jurisdicción de lo contencioso administrativo sobre la suspensión provisional del artículo 1º de la Resolución 219 de 2004, fundamento de los actos demandados en esta oportunidad. 

Segundo cargo. Violación del artículo 3º del Acuerdo 65 de 2002

Dijo que del artículo 3º del Acuerdo 065 de 2002 identifica a la edición de libros como dos tipos de actividad económica: una como actividad industrial con tarifa del 8 por mil y, otra, como actividad de servicios junto con la publicación de revistas y periódicos.

Indicó que los actos administrativos demandados realizaron un distinción entre la actividad industrial de publicación de revistas y de la actividad de servicios de publicación de revistas, y concluyeron que “COMUNICAN S.A. realiza una actividad industrial de edición de libros, revistas y publicaciones por cuanto la realiza por cuenta propia, al transformar los elementos iniciales y obtener como resultado del proceso de producción o elaboración un producto que es sacado a la venta al público, en tal medida, la clasifica en el código 22112 gravada a la tarifa del 11.04 por mil y no del 4.14 por mil como lo dispone el artículo 3 del Acuerdo 065 de2002, norma que se invoca como violada.”

Aclaró que con el Acuerdo 098 de 2003 se restituyó el derecho a la equidad de los editores de libros, quienes pueden acceder a la tarifa preferencial del impuesto de industria y comercio a cambio de una contraprestación correspondiente a descuentos y donaciones de libros a la red de bibliotecas públicas distritales. Es decir, el Concejo de Bogotá calificó como “industria” editorial la que publica libros, pero al no referirse a la publicación de revistas y periódicos mantuvo su calidad de actividad de servicios informativos que ostentaba pacíficamente desde el Acuerdos 65 de 2002. 
Dijo que tanto la calificación de la actividad de publicación o edición de revistas y periódicos como la tarifa especial del 4.14 por mil, se rige por las disposiciones del Acuerdo 065 de 2002.

Insistió en que la distinción hecha en los actos administrativos demandados entre actividades industriales de edición de revistas y publicaciones y actividades de servicios de edición de revistas y publicaciones es artificiosa, pues, de una parte, el Acuerdo 065 de 2002 no hizo tal distinción y, de otra parte, el destino que se hace de dichas publicaciones (entrega al consumidor final o a quien encarga su elaboración) no cambia la característica esencial de la actividad, consistente en la prestación de un servicio de información a la comunidad que implica, en ambos casos, la producción intelectual de los escritos, su diagramación, diseño, impresión y difusión. 

Indicó que la Administración se equivocó al concluir que  COMUNICAN S.A. desarrolla una actividad publicitaria, pues los conceptos de “publicidad” y “publicar” son completamente distintos y así lo ha entendido incluso la propia Dirección Distrital de Impuestos en el Concepto 0930 del 4 de septiembre de 2001.
Precisó que la actividad que realiza la sociedad no se refiere a la creación de anuncios publicitarios para insertarlos en sus publicaciones, ya que su objeto social se circunscribe a la empresa editorial, esto es, a la producción intelectual de sus artículos, la diagramación, el diseño, su impresión y su difusión. Sólo ofrece unos espacios dentro de los periódicos que edita para que los interesados (normalmente agencias de publicidad) inserten en la edición, los avisos que ellos mismos han creado para sus propios clientes. Incluso en el periódico “El Espectador” se incluyen avisos institucionales tales como edictos, emplazamientos, citaciones, obituarios, etc., que no son redactados por COMUNICAN.

Indicó que la actividad de edición de periódico y revistas  implica la búsqueda de fuentes de financiación, entre las que se encuentran las pautas publicitarias, lo cual no desvirtúa el carácter de edición. 

Tercer cargo. Violación del artículo 42 del Decreto 352 de 2002

Precisó que en los actos demandados se sostuvo que la inversión en sociedades, la emisión de bonos y acciones y la venta de acciones, por encontrarse descritas en el objeto social de la sociedad, eran actividades que hacían parte del giro ordinario de los negocios, y que, por tanto, las acciones y bonos eran activos movibles de la sociedad. 
Sostuvo que la sociedad se dedica al negocio de las artes gráficas, desde la redacción, edición, publicación y distribución del periódico El Espectador, y no es una entidad de crédito dedicada a efectuar préstamos a los particulares. Que diferente situación es el hecho de que en su objeto social se haya dispuesto, con miras a circunscribir su capacidad, un objeto social secundario y actividades de naturaleza instrumental. 

Adujo que la sociedad, dentro de sus activos, tenía registrada una acreencia (cuenta por cobrar) a cargo de Inversiones Cromos S.A., la que le fue pagada con ocasión de una dación en pago, en virtud de la cual recibió 2.900.000 acciones con valor nominal $1.000 cada una, para capitalizar la acreencia a su favor. 

Precisó que la propiedad de las acciones se originó en la recuperación de una deuda con un tercero, y no en una inversión en acciones como lo concluyó la Administración, pues la operación implicó una capitalización de la acreencia por el deudor, para efecto de pagar en especie la obligación, lo que no desvirtúa la naturaleza de activo fijo de la especie recibida en pago, como se desprende de la definición del artículo 60 del Estatuto Tributario. 

Esgrimió que las acciones que recibió en pago de la deuda a su favor, las que en ningún momento entraron a formar parte de los inventarios de mercancía para la venta de la sociedad, constituyen activos fijos dada su naturaleza de bien corporal mueble, que no se enajenó dentro del giro ordinario de los negocios de artes gráficas y edición del periódico El Espectador. 
Aclaró que la prueba irrefutable de que las acciones no se adquirieron como inversión en sociedades, sino como resultado del pago de la acreencia a favor de COMUNICAN S.A., son las actas respectivas y las certificaciones de la composición accionaria de CROMOS S.A. suscritas por su representante legal, en la que se demuestra que al 29 de marzo de 2004, antes de la cancelación de la obligación, el único socio de CROMOS era PRIMEDIA LTDA. con el 100% de las acciones; que el 30 de marzo de 2004, fecha de la operación de pago, los accionistas eran PRIMEDIA LTDA. con el 3.09% de las acciones y COMUNICAN S.A. con el 96.9% de las acciones, mientras que al 31 de marzo de 2004 los socios eran PRIMEDIA LTDA con el 3.091%, INVERNAC & CIA SCA con el 48.454% y SANTO DOMINGO Y CIA S EN C con el 48.54%. 
Señaló que los ingresos por la venta de acciones constituyen, para efectos del Impuesto de Industria y Comercio, una venta de activos fijos que no hace parte de la base gravable del impuesto. 

En síntesis, insistió en que la Administración concluyó, equivocadamente, que la venta de acciones hacía parte del giro ordinario de los negocios de COMUNICAN, y que los ingresos obtenidos por dicha operación hacían parte de la base gravable del impuesto. Que con esta interpretación desconoció el carácter de activo fijo de dicha inversión y extendió indebidamente la base gravable del impuesto, al tiempo que vulneró el artículo 42 del Decreto 352 de 2002. 

Cuarto cargo. Aplicación indebida del artículo 647 del Estatuto Tributario 

Dijo que es improcedente de la sanción por inexactitud que le fue impuesta en los actos acusados, porque no se configuran los presupuestos para aplicarla al caso de la demandante. Que, contrario al sentir de la Administración, la sociedad no pretende la aplicación del inciso final del artículo 101 del Decreto 807 de 1993 (diferencia de criterio) como excusa para eludir sus obligaciones fiscales. 

Indicó que la sociedad actuó conforme con las normas tributarias vigentes y no efectuó ninguna conducta evasiva, y que, por ello, en estricto sentido, no se configuró el presupuesto de hecho para aplicar la sanción por inexactitud. 
B) CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El apoderado del Distrito Capital- Secretaría de Hacienda contestó la demanda en los siguientes términos: 
Frente al primer cargo de violación, dijo que la demanda de nulidad que se inició en contra de la Resolución 219 de 2004, artículo 1º, fue fallada, en primera instancia, mediante la sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 8 de mayo de 2008. Que la sentencia del Tribunal fue apelada y que al momento de la contestación de la demanda, la Sección Cuarta del Consejo de Estado no había desatado el recurso. Que, en consecuencia, la sentencia del Tribunal no ha quedado ejecutoriada en la forma como lo dispone el artículo 331 del Código de Procedimiento Civil. 
En cuanto al segundo cargo de violación, a partir de los artículos 3º y 4º de la Ley 98 de 1993 y 33, 34 y 35 del Decreto 352 de 2002, indicó que la actividad de edición es un proceso de transformación en el que, a partir de un documento cuya autoría puede ser de la misma persona que realiza la actividad editorial o de una tercera persona, se realizan una serie de actividades cuyo resultado es un documento impreso con diferente grado de acabado, según el grado de avance de las técnicas utilizadas para el efecto. 

Aseveró que, dependiendo de la labor realizada por el contribuyente, la actividad de edición se puede considerar como una actividad de servicios (tarifa 4.14 por mil) o industrial (tarifa 11.04 por mil), conforme con las definiciones establecidas por la normativa tributaria distrital. 

Indicó que la clasificación tributaria de las actividades económicas del Impuesto de Industria y comercio para el Distrito Capital, basada en la CIIU Revisión 3, adaptada para Colombia, estableció la actividad de impresión de libros y revistas como actividad de servicios, diferenciándola de la actividad industrial. 

Frente al tercer cargo de violación, adujo que de conformidad con el certificado de existencia y representación legal de la sociedad demandante, su objeto social comprende la inversión en sociedades y la enajenación, bajo cualquier modalidad de permuta, venta a crédito o de contado, de bienes muebles e inmuebles, que requiera el giro ordinario de los negocios de COMUNICAN S.A. Agregó que, de conformidad con el objeto social, tiene la capacidad de negociar toda clase de títulos valores, así como de adquirir y enajenar todas clase de bienes muebles e inmuebles. 

Sostuvo que los ingresos percibidos por la venta de acciones no pueden ser deducidos de la base gravable del Impuesto de Industria y Comercio, bajo la premisa de que su enajenación obedeció a la venta de activos fijos. 

Añadió que, no “es factible sostener que las acciones y bienes muebles e inmuebles tendrán el carácter de activos fijos, porque en el plano real de acontecimientos tal actitud no sería viable en razón a que, si se diera estricta aplicación a este propósito, se generaría por este hecho o bien una restricción comercial para la sociedad COMUNICAN S.A., o bien la comercialización habitual de estos activos destinados a ser fijos lo cual sería contradictorio de las normas que rigen los aspectos comerciales, tributarios y contables y que además convergían en una actitud elusoria del impuesto.”

Finalmente, concluyó que si la actividad de la sociedad es calificada como mercantil por el Código de Comercio, el hecho de desarrollarla en el Distrito Capital la hace sujeto pasivo del tributo, cuya base gravable está constituida  por los ingresos obtenidos por dicha actividad comercial en el año inmediatamente anterior. 
No dijo nada frente al cargo relacionado con la sanción por inexactitud. 

C) LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de los actos demandados y, a título de restablecimiento del derecho, declaró la firmeza de las declaraciones privadas del Impuesto de Industria y Comercio de los bimestres 1 a 6 de 2004 y 1 a 3 de 2005, presentadas por la sociedad demandante. 
En concreto, para el Tribunal los actos demandados violaron el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo, pues la Administración, al resolver el recurso de reconsideración interpuesto contra la Resolución 167 DDI 011428 del 1º de marzo de 2007, no tuvo en cuenta que el aparte “Edición de periódicos, revistas y publicaciones periódicas. Tarifa por mil 11.04”, del artículo 1º de la Resolución 219 de 2004, fundamento de la citada liquidación oficial, había perdido fuerza ejecutoria con ocasión de la suspensión provisional del mismo declarada por el Consejo de Estado. 

De igual manera, encontró probada la violación del artículo 42 del Decreto 352 de 2002, pues los ingresos que obtuvo la demandante por la enajenación de acciones no hacían parte de la base gravable del Impuesto de Industria y Comercio. El Tribunal concluyó que dicha actividad no hacía parte del giro ordinario de los negocios de COMUNICAN S.A., pues su objeto social consiste en la publicación de revistas, libros y periódicos.
D) EL RECURSO DE APELACIÓN

La apoderada del Distrito Capital- Secretaría de Hacienda recurrió la decisión del Tribunal. 
Dijo que la suspensión provisional del acto administrativo es una medida de estricto orden jurisdiccional de carácter rogado y cautelar, que pretende la cesación temporal de los efectos del acto, como medida previa dentro del proceso contencioso administrativo, con el fin de que el acto impugnado no surta efectos jurídicos mientras se resuelve sustancialmente el litigio sobre su legalidad. 
Añadió que, si se tiene en cuenta que la suspensión provisional de la Resolución 219 de 2004  se dio el 12 de abril de 2007, los actos que modificaron las declaraciones con fundamento en la mencionada resolución (Resolución 167 DDI 011428 del 1º de marzo de 2007) proferidos con anterioridad a esta fecha, gozan de legalidad. Que, por tanto, no se pueden atribuir unos efectos de una suspensión al pasado. Que en el caso de la parte actora, el cobro del impuesto se hizo con fundamento en una norma legal que no estaba suspendida. 

Indicó que la demandante desarrolló la actividad industrial de edición y publicación de diarios, de tal manera que la tarifa del impuesto de industria y comercio por el desarrollo de esa actividad corresponde a una de las señaladas en el Acuerdo 065 de 2002. 

Insistió en que la edición de libros, revistas y publicaciones se entiende como actividad industrial cuando el contribuyente realiza por cuenta propia las actividades de redacción, preparación, confección, impresión, publicación y reproducción del texto de una obra, es decir, desarrolla conjunta o separadamente todo el proceso de transformación. Por el contrario, agregó, la actividad se entiende como actividad de servicios, cuando la realiza por encargo de un tercero, bien para la edición e impresión de una obra suya o para la reproducción del texto de una obra. 

En cuanto a la venta de acciones, reiteró que dentro del objeto social de COMUNICAN está la inversión en sociedades y la enajenación bajo cualquier modalidad de permuta, venta a crédito o de contado. En el caso de la demandante, insistió en que los ingresos que recibió por la venta de acciones no pueden ser deducidos bajo la premisa de que su enajenación obedeció a una recuperación de cartera. 
E) ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

El Distrito Capital- Secretaría de Hacienda insistió en los razonamientos de la contestación de la demanda y del recurso de apelación. 
La parte actora, además de insistir en las pretensiones y los cargos de violación desarrollados en la demanda, agregó que en el presente caso no existió una situación jurídica consolidada bajo el amparo de un acto administrativo, pues las declaraciones tributarias que presentó la sociedad no estaban en firme y fueron corregidas oportunamente. 
El Ministerio público no rindió concepto alguno. 
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

Le corresponde a la Sala decidir si son nulas la Resolución No. 167 DDI 011428 del 1º de marzo de 2007 y la Resolución No. DDI 7766 del 26 de febrero de 2008, mediante las cuales la  se modificó la declaración privada del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1 a 6 de 2004 y 1 a 3 de 2005, presentadas por la demandante.
En los términos del recurso de apelación que interpuso el Distrito Capital, la Sala establecerá si en el caso de la demandante se aplica la tarifa del 11.04 por mil para la actividad de edición de periódicos, revistas y publicaciones periódicas, fijada en la Resolución 219 de 2004. Asimismo, se decidirá si era procedente gravar con el impuesto de industria y comercio los ingresos que obtuvo la demandante por la enajenación de ciertas acciones. 
IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN LA ACTIVIDAD DE EDICIÓN O PUBLICACIÓN DE REVISTAS Y PERIÓDICOS EN BOGOTÁ, D.C.

En la Resolución  167 DDI 011428 del 1º de marzo de 2007, la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo profirió la liquidación oficial de revisión a las declaraciones del Impuesto de Industria, Comercio, Avisos y Tableros de los 6 bimestres del año 2004 y 1º, 2º y 3º del 2005, presentadas por la demandante. En este acto administrativo, la Administración concluyó que “Comunican S.A. desarrolla en jurisdicción del Distrito Capital actividades denominadas en el artículo 20 del Código de Comercio como mercantiles, percibiendo ingresos por actividades diversas entre las cuales se significan la actividad industrial de edición y posterior venta de periódicos, así como por pautas publicitarias, los cuales clasificó con código y tarifa equivocada.” (Resaltado de la Sala)

Fue así como reliquidó las liquidaciones privadas del impuesto que presentó la demandante y fijó un mayor impuesto a pagar con base en la siguiente clasificación y en las tarifas fijadas en el artículo 1º de la Resolución 219 de 2004
: 
	CIIU-A.C. Distrito Capital
	DESCRIPCIÓN ACTIVIDAD
	Acuerdo 65 de 2002
TARIFA POR MIL

	2212-2
	Edición de periódicos, revistas y otras publicaciones periódicas
	11.04

	52693
	Otros tipos de comercio NCP
	11.04

	9309
	Otras actividades de servicios NCP
	9.66


La Administración concluyó que la demandante aplicó una tarifa dispuesta para actividades de servicio, cuando la actividad que realizó era industrial, cuyos ingresos debieron clasificarse en la forma antes descrita. 

Sin embargo, el anterior fundamento no se ajustó a derecho, toda vez que, según lo precisó la Sala en una anterior oportunidad, la intención del legislador, desde la promulgación del Acuerdo 65 de 2002, fue la de mantener la actividad de edición de libros como una actividad de servicios gravada con una tarifa del 3,6 por mil para el año 2002 y del 4.14 por mil para el año 2003 y siguientes, y no del 11,04 por mil como se estableció en la Resolución 219 de 2004. Al efecto, en la sentencia del 2 de octubre de 2010
, la Sala consideró: 

“ACTIVIDAD DE EDICIÓN O PUBLICACIÓN DE REVISTAS Y PERIÓDICOS EN BOGOTÁ, D.C.

En desarrollo del artículo 41
 transitorio de la Carta Política, el Gobierno Nacional profirió el Decreto Ley 1421 de 1993 mediante el cual se adoptó el Estatuto Orgánico del Distrito Capital. Este decreto, en el numeral 6º  del artículo 154, facultó al Concejo Distrital para fijar las tarifas del impuesto de industria y comercio en el rango de 2 a 30 por mil; y, en ejercicio de esa facultad, el Concejo profirió el Acuerdo 28 de 1995, mediante el cual se adoptó el Plan de Racionalización Tributaria de Bogotá.

En el artículo 4º del Acuerdo 28, el Concejo fijó las tarifas para el impuesto de industria y comercio a partir del año 1996, y precisó que las tarifas serían las mismas que venían rigiendo, excepto para la actividad industrial, la que gravó con la tarifa del 8%o.

Inicialmente, el artículo 21 del Acuerdo 21 de 1983 clasificó la actividad industrial de “Impresión y edición de libros, revistas y periódicos” en el código 104 y le asignó una tarifa mensual de ICA del 2 por mil. En el código 112 clasificó “las demás actividades industriales” que no estuvieren allí señaladas, con una tarifa del 4 por mil. En el artículo 23 del mismo acuerdo fijó para “las demás actividades de servicios” el código 308 y una tarifa del 4 por mil. 

El artículo 24, parágrafo 1º, del Acuerdo 21, al referirse  al caso de los contribuyentes que desarrollan varias actividades, precisó que el impuesto de industria y comercio por el ejercicio de actividades industriales, combinadas con comerciales o de servicios, se debía liquidar y pagar por la realización de la actividad industrial sobre la totalidad de los ingresos y aplicando la tarifa que corresponda. Para la realización de la actividad comercial o de servicios dispuso que se debía liquidar y pagar sobre el 50% de los ingresos brutos percibidos en dicha actividad industrial y aplicando la tarifa correspondiente. 

En el parágrafo 2º del mismo artículo, el Concejo dispuso que todos los ingresos relacionados con el producto final en la actividad de edición de revistas y periódicos constituían ingresos industriales. 

Conforme con lo regulado en ese acuerdo, se tiene que si bien el código 104 se refería a la impresión de libros, revistas y periódicos, para el tratamiento especial que reguló el Concejo en el parágrafo 2º del artículo 24 del acuerdo sólo se consideró la impresión de revistas y periódicos, y dejó por fuera la impresión de libros. En consecuencia, se pudo interpretar que a la actividad de  impresión de libros se le aplicaba la regla establecida en el parágrafo primero del artículo 24 del Acuerdo 21 de 1983.

Posteriormente, el Concejo Distrital expidió el  Acuerdo 2 de 1985
, en el que derogó expresamente el parágrafo segundo del artículo 24 y el código 104 del artículo 21 del Acuerdo 21 de 1983. Además, adicionó el artículo 23 del Acuerdo 21 con el código 309 así: 

“ARTICULO 3º. En el Artículo 23 del Acuerdo 21 de 1983 se adiciona el Código 309 así: 

Código

 
    Actividad



Tarifa Mensual

309

Publicación de revistas, libros,

     2 por mil




Periódicos, radio y televisión.”

Como se puede apreciar, en este código el Concejo recogió tanto la publicación de revistas y periódicos, como la publicación de libros. Además, adicionó el servicio de radio y televisión.

Conforme con los antecedentes del acuerdo, quedó claro que el objeto de la reforma fue, en principio, no gravar el porcentaje de edición de periódicos no vendido en Bogotá. Sin embargo, en aras de promover en condiciones de igualdad las actividades que desarrollan los medios de comunicación, se decidió identificar en un mismo código la publicación no sólo de periódicos y revistas, sino también la de libros.

Luego, el Concejo Distrital expidió el Acuerdo 11 de 1988
, que modificó la codificación de las actividades de servicios fijada por los Acuerdos 21 de 1983 y 2º de 1985. En el artículo 15 fijó las tarifas para el impuesto de industria y comercio, y modificó el código y la tarifa que habían sido adicionados por el Acuerdo 2 de 1985 para la actividad de “Publicación de revistas, libros y periódicos; radiodifusión y programación de televisión”, así

“ARTÍCULO 15. TARIFAS:

(…)

b) Servicios: A las actividades de servicios se les aplicará la siguiente tarifa mensual sobre la base gravable:

301

Transporte; publicación de revistas,






 libros y periódicos;
 radiodifusión y 






programación de televisión………………….

tres por mil”

Hasta lo aquí expuesto, se concluye que la intención del Concejo, frente a la actividad de publicación de revistas, libros y periódicos, siempre fue gravarla con la tarifa del 3 por mil, a pesar de que en los acuerdos siempre se especificaron unos códigos residuales correspondientes a “las demás actividades industriales” o “las demás actividades de servicios”

Ahora bien, conforme se comentó anteriormente, fue a raíz de la expedición del Decreto Ley 1421 de 1993
 que se facultó al Concejo Distrital para fijar las tarifas del impuesto de industria y comercio. Facultad que ejerció expidiendo el Acuerdo 28 de 1995. Ese acuerdo, como se precisó, adoptó las tarifas para el año 1996 en adelante, pero en estricto sentido lo que hizo fue retomar las que estaban vigentes. La novedad de ese Acuerdo es que aumentó la tarifa para la actividad industrial y para “las demás actividades industriales” al 8 por mil, así:

“ACTIVIDAD INDUSTRIAL

8 por mil

Demás Actividades industriales

ACTIVIDAD COMERCIAL 

8 por mil

Demás actividades comerciales”

Adicionalmente, el literal b) del artículo 14
 del mismo acuerdo facultó al Gobierno Distrital para expedir las normas estrictamente necesarias para armonizar el Decreto 1421 de 1993, con las disposiciones vigentes en el Distrito en materia fiscal.

En ejercicio de esa facultad, el Alcalde Mayor de Bogotá expidió el Decreto 423 de 1996, compilatorio de todas las normas sustanciales que se encontraban vigentes hasta ese momento en materia tributaria. 

Como la facultad que concedió el Concejo era una facultad de mera compilación, es claro que el decreto no creó ninguna tarifa, solamente compiló en un solo cuerpo las tarifas existentes.

Así, en el caso de la actividad de “Transporte; publicación de revistas, libros y periódicos; radiodifusión y programación de televisión”, mantuvo la clasificación y la tarifa que habían sido fijadas en el artículo 15 del Acuerdo 11 de 1988 (código 301 y tarifa del 3 por mil).

La anterior evolución normativa muestra cómo, a partir del Acuerdo 2 de 1985 y hasta la expedición del Decreto 423 de 1996, la actividad de “edición o publicación de revistas” ha sido tratada como una actividad de servicios.
 

ACTIVIDAD DE EDICIÓN Y PUBLICACIÓN DE REVISTAS EN BOGOTÁ, D.C. A PARTIR DE LA EXPEDICIÓN DE LA RESOLUCIÓN 1195 DE 1998

El Alcalde Mayor de Bogotá, con el fin de lograr una mayor eficiencia en la administración y control del Impuesto de Industria y Comercio y para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes de este impuesto, profirió la Resolución 1195 del 17 de noviembre de 1998, “Por medio de la cual se establece la nueva clasificación de actividades económicas para el Impuesto de Industria y Comercio en el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá”. Para el efecto, adoptó la Clasificación Industrial Internacional Uniforme CIIU (Revisión 3 A.C.) elaborada por la ONU y adoptada para Colombia por el DANE.
 

A partir de la clasificación de actividades económicas CIIU, la Resolución 1195 de 1998 clasificó la actividad de “edición y publicación de periódicos y revistas”, así:

	Código

Actividad
	Clasificación 

CIIU
	Descripción Actividad
	Tarifa por Mil

	103
	22122
	EDICIÓN DE PERIÓDICOS, REVISTAS Y OTRAS PUBLICACIONES
	8

	301
	22121
	SERVICIOS DE EDICIÓN DE PERIÓDICOS Y REVISTAS
	3


Luego la Secretaría de Hacienda profirió las Resoluciones 172 de 1999, 1324 de 1999 y la 219 de 2004, éste último acto objeto de la demanda, mediante las cuales adicionó y modificó la Resolución 1195 de 1998, en relación con algunos códigos de actividad y tarifas. 

La Resolución 219 de 2004, acto acusado, mantuvo la misma clasificación de la actividad de “edición y publicación de periódicos y revistas” hecha en la Resolución 1195, pero modificó las tarifas así:

	Código

Actividad
	Clasificación 

CIIU
	Descripción Actividad
	Tarifa por Mil

	103
	22122
	EDICIÓN DE PERIÓDICOS, REVISTAS Y OTRAS PUBLICACIONES
	11,04

	301
	22121
	SERVICIOS DE EDICIÓN DE PERIÓDICOS Y REVISTAS
	4,14


En lo que respecta a la actividad de edición de revistas y periódicos, se puede apreciar que la Resolución 219 clasificó simultáneamente la actividad como industrial y como actividad de servicios, y asignó a cada una de ellas las tarifas que ya habían sido fijadas por el Concejo Distrital en el Acuerdo 65 de del 27 de junio 2002 en un 3,6 por mil para el año 2002 y 4,14 por mil para el año 2003 y siguientes. 

La Clasificación Industrial Internacional Uniforme CIIU (Revisión 3 A.C.,) por razones prácticas, sólo puede tener un número limitado de categorías, y la realización de una única actividad puede resultar en muchos casos incompatible con la organización de las actividades. Así mismo, la CIIU tiene por finalidad atender las necesidades de quienes precisan datos clasificados por categorías internacionalmente comparables de tipos de actividad económica. Sin embargo, esta clasificación no tiene por objeto ocupar el lugar de las clasificaciones nacionales, sino proporcionar un marco para la comparación internacional de estadísticas nacionales. 

Al servir la CIIU como un modelo de clasificación de las actividades económicas para todos los países, éstos puedan desagregar determinadas categorías de la estructura del CIIU, subdividiendo en subclases las clases pertinentes y con la finalidad de atender las necesidades particulares de cada país.

En el caso de Colombia, en atención a unas recomendaciones hechas por la Comisión  Estadística de las Naciones Unidas, el DANE estableció una única clasificación de actividades económicas en el país, a partir de la clasificación industrial internacional uniforme CIIU.

Conforme se comentó, de acuerdo con el CIIU Rev. 3 A.C., la actividad de edición de revistas y periódicos se clasificó de la siguiente forma: 

“ACTIVIDADES DE EDICION E IMPRESION Y DE REPRODUCCION DE GRABACIONES

221
Actividades de edición



   2211 Edición de periódicos, revistas  y otras publicaciones”

Se observa entonces que la clasificación que hace el CIIU de la actividad de edición de periódicos y revistas no discrimina si es o no una actividad comercial, industrial o de servicios, sino que simplemente se limita a reunir en un sólo concepto la actividad económica que allí se describe. 

En el caso de la Resolución 219 de 2004, cuando se  acoge la clasificación CIIU para la actividad de “edición periódicos y revistas” en el impuesto de industria y comercio, desagregó dicha actividad, subdividiéndola en dos actividades: una industrial, bajo el código 103-22122, y otra de servicios, bajo el código 301-22121, como una actividad de servicios. 

Adicionalmente, se observa que si bien el Alcalde Mayor de Bogotá podía acoger la clasificación CIIU Revisión  3.A.C., no es menos cierto que, para efectos del impuesto de industria y comercio, así el Distrito considere que existe una actividad industrial y una actividad de servicios claramente diferenciable, no podía, so pretexto de esa subdivisión, asignar una tarifa de impuesto de industria y comercio que el Concejo Distrital no había establecido. La intención de esa corporación desde la promulgación del Acuerdo 65 de 2002, fue la de mantener la actividad de edición de libros como una actividad de servicios gravada con una tarifa del 3,6 por mil para el año 2002 y 4,14 por mil para el año 2003 y siguientes, y no del 11,04 por mil como se estableció en la Resolución 219 acusada.

Por lo tanto, y con las limitaciones que el artículo 338 de la Constitución Política impone
, para la Sala es evidente que, en el caso in examine, el Alcalde Mayor de Bogotá no tenía competencia para asignar a la actividad de edición de periódicos, revistas y otras publicaciones la tarifa del 11,04 por mil, porque el Concejo Distrital la fijó en 3,6 por mil para el año 2002 y 4,14 por mil para el año 2003 y siguientes.

La Sala resalta que el Decreto 1421 de 1993 sólo le otorgó facultades al Alcalde Mayor para expedir la normatividad necesaria para reunir en un sólo texto todas aquellas disposiciones que en materia de impuestos distritales se encontraban vigentes en ese momento, pero sin llegar a modificar el contenido y alcance de las mismas. 

Es por ello que resulta acertada la consideración que hizo el a quo al afirmar que no era posible que una norma de rango inferior, como lo es la Resolución 219 de 2004 modificara lo dispuesto en una norma de rango superior, como lo es un Acuerdo Distrital.  De allí que devenga en ilegal e inconstitucional el acto acusado, porque además de desconocer los artículos 313, numeral 4º; 315, numeral 1º y, 338 de la Constitución Política de Colombia; desconoció el Acuerdo 65 de 2002, artículo 3º y el Decreto Ley 1421 de 1993, artículo 12, numeral 3º.

Si bien, como lo afirma la Administración, de la actividad de “edición de periódicos y revistas” pueden derivarse ingresos por ejecutar la actividad para sí mismo como actividad industrial o por cuenta de otros, como actividad de servicios, la asignación de una tarifa diferente para las dos actividades, se reitera, era de competencia exclusiva del Concejo Distrital y no de la autoridad local.”
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Corporación confirmó la nulidad del aparte “Edición de periódicos, revistas y publicaciones periódicas. Tarifa por mil 11.04” del artículo 1º de la Resolución No. 219 de 25 de febrero de 2004, fundamento de los actos demandados en esta oportunidad. 

En ese orden, además de lo anterior, la Sala halla la razón a la parte actora en cuanto a que existió un decaimiento de los actos demandados, como consecuencia de la nulidad declarada por el Tribunal, confirmada por esta Corporación en la citada sentencia del 2 de diciembre de 2010, pues como se ha dicho, los efectos de las sentencias de nulidad proferidas por esta jurisdicción cobijan todas aquellas situaciones jurídicas no consolidadas, como es el caso de los actos demandados, que no han adquirido firmeza al haber sido demandados en acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 
Adicionalmente, se resalta que, contrario a lo que afirmó la Administración, la suspensión provisional de la Resolución 219 de 2004, la que se dio el día 12 de abril de 2007, tiene como fin suspender los efectos del acto administrativo, hasta tanto se decide definitivamente sobre su legalidad. Es decir, se suspende su fuerza ejecutoria.

De allí que la Administración hubiera podido modificar la liquidación oficial de revisión al momento de resolver el recurso de reconsideración que interpuso la demandante el día 15 de mayo de 2007, resuelto el 26 de febrero de 2008. 
El cargo de apelación no prospera. 
ADICIÓN DE INGRESOS POR VENTA DE ACCIONES
La Administración, en la Liquidación Oficial de Revisión-Resolución 167 DDI 011428 de 2007, adicionó ingresos por venta de acciones, gravados con el Impuesto de Industria y Comercio, pues concluyó que dicha venta no podía enmarcarse como una venta de activos fijos, ni como una recuperación de cartera. Que la enajenación de acciones fue realizada dentro del giro ordinario de los negocios de la sociedad demandante y, por tanto, no podía excluirse de la base gravable del impuesto. 
Frente a lo anterior, la sociedad demandante sostuvo que la enajenación de acciones no constituye el giro ordinario de sus negocios. Explicó que la sociedad Inversiones Cromos le entregó 2.900.000 acciones, con valor nominal de $1.000 cada una, por concepto de dación de pago de una deuda que tenía con la sociedad COMUNICAN. Que la propiedad de dichas acciones se originó en la recuperación de una deuda con un tercero, mas no en una inversión en acciones, situación ésta que no desvirtúa la naturaleza de activo fijo de las mismas. 
La demandante sostuvo que la prueba irrefutable de que las acciones no se adquirieron como inversión en sociedades, sino como resultado del pago de la acreencia a favor de COMUNICAN, son las actas respectivas y las certificaciones de la composición accionaria de CROMOS S.A., suscritas por su representante legal, en la que se demuestra que al 29 de marzo de 2004, antes del pago de la obligación, el único socio de CROMOS era PRIMEDIA LTDA. con el 100% de las acciones; que el 30 de marzo de 2004, fecha de la operación de pago, los accionistas eran PRIMEDIA LTDA. con el 3.09% de las acciones y COMUNICAN S.A. con el 96.9% de las acciones, mientras que al 31 de marzo de 2004 los socios eran PRIMEDIA LTDA con el 3.091%, INVERNAC & CIA SCA con el 48.454% y SANTO DOMINGO Y CIA S EN C con el 48.54%. 
Para la Sala, la adición de ingresos no era procedente por las siguientes razones: 

El artículo 42 del Decreto 352 de 2002
 señala que la base gravable del Impuesto de Industria y Comercio se liquida sobre el promedio mensual de los ingresos netos del contribuyente obtenidos durante el período, con exclusión de los correspondientes a actividades exentas y no sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, las exportaciones y la venta de activos fijos.
En el caso de los ingresos provenientes de la enajenación de acciones, la Sección, apoyada en el concepto de activos fijos, desarrollado en el artículo 60 del Estatuto Tributario, ha sostenido que las acciones se consideran activos fijos, siempre y cuando no se enajenen dentro del giro ordinario de los negocios del contribuyente, caso en el que los ingresos que se obtienen por su venta no hacen parte de la base gravable del Impuesto de Industria y Comercio.

En el caso en examen, el certificado de existencia y representación legal de la sociedad COMUNICAN S.A. señala que el objeto social de la sociedad es “A) LA EXPLOTACIÓN INDUSTRIAL Y COMERCIAL, EN TODAS SUS FORMAS, DEL NEGOCIO DE ARTES GRÁFICAS, ASÍ COMO LA REDACCIÓN, EDICIÓN, PUBLICACIÓN, ADMINISTRACIÓN, DISTRIBUCIÓN Y VENTA DEL PERIÓDICO EL ESPECTADOR Y TODA CLASE DE PERIÓDICOS, REVISTAS, LIBROS Y FOLLETOS, B) LA CREACIÓN, PRODUCCIÓN, EDICIÓN, DISTRIBUCIÓN Y/O COMERCIALIZACIÓN DE CONTENIDOS INFORMATIVOS, NOTICIOSOS, CULTURALES O DE ENTRETENIMIENTO, POR CUALQUIER MEDIO, BIEN SEA IMPRESO, EN ACETATO, VIDEO, MEDIO MAGNÉTICO O VIRTUAL; C) LA CREACIÓN, PRODUCCIÓN, PROMOCIÓN, DISTRIBUCIÓN Y/O COMERCIALIZACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE PROPIEDAD INTELECTUAL O INDUSTRIAL, DE DERECHOS DE AUTOR, FONOMECÁNICOS, TANGIBLES E INTANGIBLES. D) LA EXPLOTACIÓN INDUSTRIAL Y COMERCIAL DE ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA PROPAGANDA Y LA PUBLICIDAD. E) LA CELEBRACIÓN DE ACTOS Y CONTRATOS DE REPRESENTACIÓN, AGENCIAMIENTO, CORRETAJE, INTERMEDIACIÓN Y/O ALIANZAS, CONVENIOS, CONCESIONES O UNIONES TEMPORALES PARA LA CREACIÓN, APOYO, DIFUSIÓN, LICENCIAMIENTO Y/O COMERCIALIZACIÓN DE TODA CLASE DE EVENTOS INFORMATIVOS, EDUCATIVOS, CULTURALES O PARA LA CREACIÓN, APOYO, DIFUSIÓN, LICENCIAMIENTO, TRANSFERENCIA Y/O COMERCIALIZACIÓN DE EVENTOS, MARCAS, SIGNOS DISTINTIVOS, OBRAS Y CREACIONES DE PROPIEDAD INDUSTRIAL O INTELECTUAL. F) LA INVERSIÓN DE SUS FONDOS O DISPONIBILIDADES, EN ACTIVOS FINANCIEROS O VALORES MOBILIARIOS TALES COMO TÍTULOS Y PAPELES, EMITIDOS POR SOCIEDADES COMERCIALES, INSTITUCIONES FINANCIERAS O ENTIDADES PÚBLICAS, ASÍ COMO SU NEGOCIACIÓN, VENTA PERMUTA O GRAVAMEN.”
En el expediente reposa el acta de la asamblea ordinaria de accionistas de inversiones CROMOS S.A., del día 30 de marzo de 2004, en la que en el numeral 11 se señaló: 
“(…)

CAPITALIZACIÓN DE ACREENCIAS

(…) propongo emitir y colocar de 2.900.000 acciones por valor nominal de $1.000 cada una para capitalizar la acreencia a favor de la sociedad COMUNICAN S.A. y a cargo de INVERSIONES CROMOS S.A., por la suma de DOS MIL NOVECIENTOS MILLONES DE PESOS ($2.900.000.000) MONEDA CORRIENTE. Dichas acciones serán suscritas únicamente por la sociedad COMUNICAN S.A.”

Y luego, en el Acta 113, correspondiente a la reunión de la junta directiva de la sociedad COMUNICAN S.A., celebrada el 30 de marzo de 2004, se dieron las siguientes autorizaciones: 
“(…)

5. AUTORIZACIONES

5.1 NEGOCIACIÓN DE ACCIONES

Teniendo en cuenta la decisión de la asamblea de accionistas de INVERSIONES CROMOS S.A. celebrada el 30 de marzo de 2004, de capitalizar la acreencia a favor de la sociedad COMUNICAN S.A. y a cargo de INVERSIONES CROMOS S.A., por la suma de DOS MIL NOVECIENTOS MILLONES DE PESOS ($2.900.000.000) MONEDA CORRIENTE, la Junta Directiva adoptó por unanimidad las siguientes decisiones:

Autorizó al representante legal de COMUNICAN S.A. para suscribir 2.900.000 acciones de la sociedad INVERSIONES CROMOS S.A. 

Autorizó al representante legal de COMUNICAN S.A. para la cesión de éstas acciones así: 
1.450.000 acciones a INVERNAC & CIA S.C.A. para pagar las obligaciones adquiridas por COMUNICAN S.A. a favor de INVERNAC & CIA S.C.A. por la suma total de 42.027.480.971.

1.450.000 acciones a SANTO DOMINGO Y CIA S EN C para pagar las obligaciones adquiridas por COMUNICAN S.A. a favor de SANTO DOMINGO Y CIA S en C por la suma total de $2.027.480.971.”

De acuerdo con las anteriores pruebas, se advierte que del objeto social de COMUNICAN S.A. no se desprende que la enajenación de acciones haga parte del giro ordinario de sus negocios, pues, por el contrario, es evidente que las acciones que enajenó la sociedad se obtuvieron como pago de un activo por parte de la sociedad CROMOS S.A., y no de una inversión en sociedades o en venta de activos movibles, como equivocadamente concluyó la Administración.

Se precisa que, si bien el numeral 5° del artículo 20 del Código de Comercio, incluye como actividades mercantiles “La intervención como asociado en la constitución de sociedades comerciales, los actos de administración de las mismas o la negociación a título oneroso de las partes de interés, cuotas o acciones”,  lo cierto es que la sociedad actora no tiene como objeto social principal la venta de acciones, ya que al adquirir esporádicamente acciones o cuotas partes sociales, no lo hace con el ánimo de enajenarlas en el giro ordinario de sus negocios, sino para que permanezcan en su patrimonio. Esta posición ha sido reiterada en diversas oportunidades por la Sala.

En ese orden, los ingresos que obtuvo COMUNICAN S.A. por la enajenación de los 2.900.000 acciones en el año 2004 no debieron tenerse en cuenta para calcular la base gravable del impuesto de industria y comercio, como equivocadamente lo hicieron los actos acusados.
No prospera el cargo de apelación. 
En consideración de lo anterior, se confirmará la sentencia apelada. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado,  Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
F  A  L  L  A:
PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia apelada por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia.
SEGUNDO: RECONÓCESE personería para actuar en representación del Distrito Capital-Secretaría de Hacienda al abogado Diego Alejandro Pérez Parra, en los términos del poder que le fue conferido.
Cópiese, notifíquese, comuníquese.  Devuélvase  al Tribunal  de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

Presidente de la Sala
HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
� Auto del 12 de abril de 2007.


� “Por medio de la cual se establece la clasificación de actividades económicas para el impuesto de Industria y Comercio en Bogotá D.C.”





� Consejo de Estado, Sección Cuarta, expediente 250002327000200601012-02 (17271), Consejero ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, proferida con ocasión del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia, que declaró la nulidad del aparte “Edición de periódicos, revistas y publicaciones periódicas. Tarifa por mil 11.04” del artículo 1 de la Resolución No. 219 de 25 de febrero de 2004, proferida por el Secretario de Hacienda del Distrito de Bogotá.





� “ARTICULO TRANSITORIO  41. Si durante los dos años siguientes a la fecha de promulgación de esta Constitución, el Congreso no dicta la ley a que se refieren los artículos 322, 323 y 324, sobre régimen especial para el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, el Gobierno, por una sola vez expedirá las normas correspondientes.”





� “Por el cual se modifica parcialmente el Acuerdo 21 de 1983”.





� En los antecedentes del acuerdo se precisó que “…hacer desaparecer la impresión y edición de libros, revistas y periódicos del código 104 del Art. 21 (Tarifas Industriales) creando el nuevo código 309 del Art. 23 (Tarifas de Servicio), se convertiría en una herramienta plausible con el fin de no gravar el porcentaje de edición no vendido en Bogotá, acto que tendría que ser realizado por los representantes de cada publicación, en cada municipio, evitando con esto la doble tributación.”  (Fuente: Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia del 4 de noviembre de 1994, CP. Jaime Abella Zárate.)





� “Por el cual se reforma la estructura tributaria distrital y se dictan otras disposiciones.”


� “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital”,





� “Artículo 14. Facultades extraordinarias. Otórganse facultades extraordinarias al Alcalde Mayor de Santa e  de Bogotá, Distrito Capital, por el término de 6 meses a partir de la entrada en vigencia del presente Acuerdo, para: 





(…)





b. Compilar y redactar en un solo cuerpo jurídico, las normas substanciales vigentes sobre los tributos distritales; sin que en su redacción se pueda modificar el contenido y el alcance las normas.”





� Esta Sección en sentencia del 4 de noviembre de 1994, expediente 5669, CP. Jaime Abella Zárate, después de efectuar un análisis normativo sobre la evolución del ICA en este tipo de actividades, concluyó que “desde 1985 la actividad de publicación de revistas, libros y periódicos ha sido considerada como de "servicios", tratamiento que el Concejo conservó después, no obstante la expedición del acuerdo 11 de 1988 reformatorio del acuerdo 21 de 1983, pues las únicas modificaciones que efectuó fueron la recodificación del capítulo de servicios para incluir la actividad de transporte y el aumento de la tarifa (del 2 al 3 por mil)





(…)





El anterior repaso de la evolución normativa que le ha dado el Concejo de la ciudad capital a la actividad de edición y publicación de libros, revistas y periódicos de la cual, se concluye que ha reiterado su clasificación como actividad de servicios, sirve de complemento al análisis que llevó al Tribunal de Cundinamarca a la misma conclusión por la equivalencia de los términos edición y publicación y la primacía de su finalidad, cual es la de satisfacer las necesidades culturales y de comunicación de la sociedad. ”





� La CIIU es una clasificación de actividades económicas por procesos productivos que clasifica unidades estadísticas con base en su actividad económica principal. Su propósito es ofrecer un conjunto de categorías de actividades que se pueda utilizar para la reunión, análisis y presentación de estadísticas de acuerdo con esas actividades. (Fuente: � HYPERLINK "http://www.dane.gov.co" ��www.dane.gov.co�)





� Fuente: � HYPERLINK "http://www.unstats.un.org" ��www.unstats.un.org�.





� La desagregación se puede realizar añadiendo decimales al código de 4 dígitos por el que se identifica cada clase de la CIIU. Otra forma puede ser ampliando la subdivisión de los grupos en clases en la CIIU sustituyendo las clases existentes por un número mayor de categorías más detalladas. (Fuente: � HYPERLINK "http://www.unstats.un.org" ��www.unstats.un.org�.)


� “La Versión Original de la CIIU fue aprobada en 1948 por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, quien recomendó a todos los gobiernos de los Estados miembros su adopción, con el fin de hacer comparaciones internacionales en sus economías. En 1958, es decir, diez años después de haber salido la versión original, la Comisión Estadística de las Naciones Unidas aprobó la Primera Revisión de la CIIU; posteriormente, en 1968, aprobó la publicación de la Segunda Revisión. 


En 1970, el DANE hizo la adaptación de la CIIU Rev. 2 de Naciones Unidas, concentrándose en la Gran División 3 “Industrias Manufactureras”, básicamente para clasificar la Actividad Económica y los productos, alimentando las estadísticas industriales, como la Encuesta Anual Manufacturera y la Muestra Mensual Manufacturera.


La Tercera Revisión fue examinada y aprobada por la Comisión de Estadística en 1989 y se publicó en 1990. Esta revisión introdujo un mayor nivel de detalle, especialmente en la parte referente a las actividades de servicios, como consecuencia del crecimiento de este sector de la economía en la mayoría de los países. Con el fin de clasificar los datos del Censo Económico Nacional y Multisectorial de 1990, se adaptó la CIIU Rev. 3 Internacional en algunos sectores, a las condiciones particulares del aparato productivo colombiano.


Posteriormente, se llevó a cabo un trabajo de investigación más exhaustivo que dio como resultado la CIIU Rev. 3 Adaptada para Colombia, que fue entregada a la comunidad estadística nacional, mediante la Resolución 0056 del 23 de enero de 1998. En ésta adaptación las Secciones y Divisiones son idénticas en su nomenclatura, pero o siempre existe identidad en el contenido y nomenclatura de los Grupos y Clases. De igual manera, en el año 2005 fue necesario realizar una modificación en la estructura de la CIIU Rev. 3 A.C., con el fin de incluir de manera desagregada las actividades de los “profesionales en compra y venta de divisas”, ajuste que se oficializó mediante la Resolución 300 del 13 de mayo de 2005.


En marzo de 2002, la Comisión de Estadística de Naciones Unidas aprobó la Revisión 3.1, que es una actualización de la Revisión 3. El DANE, acatando las recomendaciones internacionales, realizó el proceso de actualización de la CIIU Rev. 3 A.C., cuyo resultado fue la publicación de la CIIU Rev. 3.1 A.C. en diciembre de 2006.


La cuarta revisión de la CIIU, que fue entregada a la Comunidad Estadística Internacional en agosto de 2008, refleja de mejor manera la actual estructura de la economía mundial, reconociendo nuevas industrias surgidas en los últimos 20 años, facilitando la comparación internacional a través del aumento en la comparabilidad con las clasificaciones regionales existentes. En la actualidad, el DANE está adaptando ésta clasificación a las características de la economía nacional.” (Fuente: � HYPERLINK "http://www.dane.gov.co/daneweb_V09/index.php?option=com_content&view=article&id=548%3Aciiu-rev-3-ac-antecedentes-&catid=102%3Ainternacionales&Itemid=1" �http://www.dane.gov.co/daneweb_V09/index.php?option=com_content&view=article&id=548%3Aciiu-rev-3-ac-antecedentes-&catid=102%3Ainternacionales&Itemid=1�).


� De acuerdo con el artículo 338 de la Constitución Política, en materia tributaria, la potestad para crear o modificar impuestos o sus elementos radica exclusivamente en el Congreso de la República, en las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales�, lo que excluye la posibilidad de delegar tal facultad en cabeza de los Gobernadores o Alcaldes.








� La suspensión provisional, prevista en el artículo 238 de la Constitución Política y regulada por el artículo 152 del Código Contencioso Administrativo, fue concebida para la defensa del ordenamiento superior de las eventuales agresiones de actos administrativos que, amparados en su presunción de legalidad, incurran en una ilegalidad manifiesta. 





De acuerdo con el artículo 152 ibídem, son dos los requisitos para que proceda la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos, cuando se trata de acciones de simple nulidad, así: 1. Que la medida se solicite y sustente de manera expresa en la demanda o en escrito separado, presentado antes de que sea admitida. 2. Que exista una manifiesta infracción de las disposiciones invocadas. Dicha infracción debe resultar por confrontación directa o mediante documentos públicos aportados con la solicitud de suspensión provisional.





En este supuesto el juez adopta la medida provisional de suspender los efectos del acto administrativo, hasta tanto se decida sobre su legalidad.





� Concordante con el artículo 33 de la Ley 14/83.





� Puede consultarse, entre otras, las sentencias del 22 de septiembre de 2004, expediente 13726, Consejera ponente María Inés Ortiz Barbosa; del 23 de abril de 2009, expediente 16789, Consejera ponente Martha Teresa Briceño de Valencia y, del 25 de junio de 2012, expediente 17761, Consejero ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 





� Consejo de Estado, Sentencia del 3 de abril de 2008, Exp. 16054. C.P. Ligia López Díaz; Consejo de Estado, Sentencia del 16 de noviembre de 2001, Exp. 12299. C.P. Ligia López Díaz y, sentencia del 19 de mayo de 2011, expediente 18263, Consejera ponente Martha Teresa Briceño de Valencia. 





